
Ángel Porto Guzmán 
Derecho Público - Universidad Externado de Colombia 
Derecho Laboral y Seguridad Social – Universidad Javeriana – Uninorte  

 

Señores.  

JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO 

MALAMBO (Atlántico)  

  

 
Ref:  PROCESO DE PERTENENCIA 

DE JORGE CASTRO PAREJO 

CONTRA ELEACIN CORTES CORTES 
RAD:08433408900320200021 600 

 

 

ANGEL PORTO GUZMAN, mayor de edad y vecino de la ciudad de 

Barranquilla, abogado en ejercicio identificado con la cédula de 

ciudadanía No. 8.734.671 y con Tarjeta Profesional No. 50643 de C.S.J., 

y  E-mail del suscrito apoderado es  angelportoguzman@hotmail.com 

para efecto de notificaciones en los términos del Dec. 806 de 2020,   

actuando conforme al poder otorgado, el cual aporto, por el   señor 

ELEACYN CORTES CORTES, varón  mayor de edad y vecino de la ciudad 

de Barranquilla, identificado con la C.C. No.22.528.793 de Malambo, 

cuyo correo electrónico es: eleacor@gmail.com  , muy comidamente 

me dirijo a su  despacho con el objeto  de formular incidente de  

nulidad procesal de lo todo lo actuado desde  el auto admisorio, 

inclusive,   alegando la causal de orden constitucional de violación al 

Debido Proceso (Art.29 CN), y la causal prevista en el Num. 8º del Art.  

133 del CGP, por cuanto se ha transgredido los Derechos 

fundamentales de   debido proceso, dentro de ello el Derecho a la 

Contradicción, “debió surtirse la notificación personal a quien debe 

ser citado como parte (Art. 133 Causal 8ª), por correo electrónico 

certificado que aparece reportado en la cámara de comercio, que 

debe aportar el demandante, y como no se practicó, debe 

declararse la nulidad de todo lo actuado, e inadmitir la demanda, 

para que la parte demandante subsane o corrija la demanda, y se 

pueda surtir en legal forma notificación y luego se conteste la 

demanda y se practiquen las audiencias, por cuanto inclusive no 

podríamos hablar de la integración del contradictorio necesario, en 

razón de que  mi poderdante NO ES PARTE PROCESAL, no es el actual 

propietario del inmueble, la “x” del certificado de tradición ahora 

corresponde a la FIDUCIARIA por lo cual hay lugar a declarar la 

nulidad de todo lo actuado acorde a lo previsto en la causal 8 del 

artículo 133 del CGP y el artículo 29 de la constitución política y en 

ambos eventos estaremos ante una nulidad insaneable  y en 

consecuencia debe ordenarse la notificación de la fiduciaria ALIANZA 

FIDUCIARIA S.A., para de esta manera garantizar sus derechos 

fundamentales a la defensa, contradicción y debido proceso, y se 

reinicie el proceso, si la parte demandante subsana, porque de lo 

contrario hay lugar a rechazar la demanda, por cuanto el debido 

proceso tiene por finalidad materializar, al interior de un 

procedimiento, la efectividad de los principios y derechos 

constitucionalmente previstos para las partes, y la causal de nulidad 

prevista en el art. 133 Causal 8ª del CGP prevé que  “cuando no se 

practica en legal forma la notificación del auto admisorio a persona 

determinada o el emplazamiento de las personas aunque sean 
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indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que 

deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así 

lo ordena o no se cita en debida forma en debida forma al ministerio público 

o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser 

citado”,  lo cual sustento  en los siguientes términos:  

 

CRITERIO PREVIO 

 
El litisconsorcio pasivo necesario tiene lugar cuando se constituye irregularmente 

la relación procesal del litigio al no dirigir la demanda contra sujetos que 

obligatoriamente han de ser demandados. 

La institución procesal del litisconsorcio pasivo necesario tiene como objetivo 

impedir que resulten afectados por la resolución judicial quienes no fueron oídos ni 

vencidos en un juicio o de evitar el dictado de sentencias contradictorias entre sí. 

 

 

FUNDAMENTOS FACTICOS DE LA SOLICITUD DE NULIDAD 

 

1. Ante su despacho se adelanta el proceso verbal de Prescripción 

adquisitiva de dominio en donde figura como parte 

demandante el señor JORGE CASTRO PEREJO, por medio de 

apoderado, y como parte demandada el señor ELEACYN 

CORTES CORTES, y contra personas indeterminadas  

2. Mediante auto del 8 de  octubre de 2020, se inadmite la 

demanda con radicación 2020-00216 y se notifica por estado en 

la misma fecha, en donde se requiere el cumplimiento de 

algunos requisitos y dentro de ellos el registro especial Art.375 

Num 5º CGP, y mediante memorial del 14/10/2020 se aporte un 

certificado especial, y un certificado de tradición que si se revisa 

con detenimiento se sustrae en la Anotación segunda que se 

registra “…transferencia de dominio a título de beneficio en 

fiducia mercantil..” a ALIANZA FIDUCIARIA S.A. con NIT 

830053812-2, y se le señala con la “x” que lo designa como el 

propietario del predio con matrícula 041-158694.  

3. En consecuencia el propietario del reseñado inmueble es la 

FIDUCIARIA ALIANZA FIDUCIARIA S.A. y no ELEACYN CORTES 

CORTES, como erradamente se señaló en la demanda, por lo 

cual el apoderado de la demanda a sabiendas del yerro, indujo 

en error al despacho, y el despacho no se percató que la parte 

demandada era la fiduciaria, y así se ha tramitado el proceso, e 

incluso el predio según el certificado de tradición está ubicado 

en Soledad, y el despacho tampoco lo percató en el auto 

admisorio, por lo tanto podemos señalar que el proceso se ha 

adelantado sin PARTE PASIVA, e incluso podemos señalar que 

nos ha integrado la relación jurídico procesal, lo que nos lleva a 

una NULIDAD INSANEABLE (o absoluta como se conocía 

anteriormente), y debe declararse la nulidad de todo lo actuado 

por transgresión directa del Derecho fundamental de Debido 

Proceso, De Defensa y dentro de él de Contradicción.  

4. El apoderado de la demanda tenía pleno conocimiento del 

yerro en la demanda, pero tenía el interés de tramitar un proceso 

contrario a derecho, para obtener un fallo con  presunto fraude 
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procesal, ya que pretende hacer incurrir a su señoría en una 

decisión ilegal, ya tenía pleno conocimiento que ante el juzgado 

Segundo Promiscuo Municipal de Malambo, con radicaciones 

2020-00182 y 2020-00344, sobre este mismo yerro, el despacho 

procedió a rechazar la demanda, y no optó sino por retirarla, 

para tal efecto anexo las decisiones judiciales reseñadas en 

donde funge el mismo apoderado.  

5.  Sin embargo, a sabiendas, persistió en demandar a quien NO ES 

PROPIETARIO ACTUAL DEL INMUEBLE, respecto del cual surte la 

notificación irregular, aplicando  la notificación personal del 

Decreto 806 de 2020, lo que constituye presunto fraude procesal. 

6. Debemos llamar la atención de las irregularidades de este 

proceso con el oficio de la ANT del 24 de Marzo de 2021, y que 

se pone en conocimiento del demandante mediante 

providencia del 5 de Abril de 2021 en donde se le indica a su 

despacho que “…se debe requerir a Soledad, por tratarse de un 

predio urbano…” y la parte demandante guardó “estratégico” 

silencio, por lo que, en contrario “llenaba” el expediente de 

peticiones para que su despacho no se percatara de estas 

irregularidades, con constantes peticiones, e incluso repetitivas, 

ya que es otra prueba más de que el predio está en SOLEDAD, 

jurídicamente, aunque en honestidad debemos reconocer que 

se encuentra en Malambo, pero en derecho corresponde a un 

error en instrumentos públicos, pero si no se corrige este error no 

se puede tramitar el proceso, para tal efecto solicito que se 

tenga como prueba de esta situación el oficio de ANT y el 

certificado de tradición aportado con la subsanación.  

7. En consecuencia, mi poderdante NO ES EL ACTUAL PROPIETARIO 

DEL INMUEBLE ya que produjo la tradición a la FIDUCIARIA desde 

antes de ser impetrada la demanda, y para eso resulta oportuno 

el estudio que hace el Juzgado Segundo Promiscuo en los 

procesos reseñados, que aportamos para que sirvan de acervo 

probatorio, siendo una decisión de la parte demandante, por lo 

cual no es necesario el traslado de estas pruebas.  

8. Por todo lo anterior “debió surtirse la notificación personal a 

quien debe ser citado como parte (Art. 133 Causal 8ª), por 

correo electrónico certificado que aparece reportado en la 

cámara de comercio, que debe aportar el demandante, y 

como no se practicó, debe declararse la nulidad de todo lo 

actuado, e inadmitir la demanda, para que la parte 

demandante subsane o corrija la demanda, y se pueda surtir en 

legal forma notificación y luego se conteste la demanda y se 

practiquen las audiencias, por cuanto inclusive no podríamos 

hablar de la integración del contradictorio necesario, por 

cuanto mi poderdante NO ES PARTE PROCESAL, no es el actual 

propietario del inmueble, la “x” del certificado de tradición 

ahora corresponde a la FIDUCIARIA por lo cual hay lugar a 

declarar la nulidad de todo lo actuado acorde a lo previsto en 

la causal 8 del artículo 133 del CGP y el artículo 29 de la 

constitución política y en ambos eventos estaremos ante una 

nulidad insaneable  y en consecuencia debe ordenarse la 
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notificación de la fiduciaria ALIANZA FIDUCIARIA S.A., para de 

esta manera garantizar sus derechos fundamentales a la 

defensa, contradicción y debido proceso, y se reinicie el 

proceso, si la parte demandante subsana, porque de lo 

contrario hay lugar a rechazar la demanda.    

9. Incluso podríamos atrevernos a señalar que no hay posibilidad a 

la integración del contradictorio a la luz del art. 83 de CGP, por 

cuanto no estamos frente a un litisconsorte pasivo necesario, ya 

que al actual propietario es ALIANZA FIDUCIARIA S.A., como 

legalmente puede sustraerse, sin mayores elucubraciones, del 

certificado de tradición anotación No.2., por lo cual resulta 

pertinente la declaratoria de nulidad de todo lo actuado, 

sobretodo que no podemos hablar de un saneamiento de la 

nulidad, cuando mi poderdante no es parte pasiva, pero 

queremos llamar la atención del despacho para que se tramite 

en legal forma el proceso verbal referido.   

 

 

INTERES PARA ALEGAR 

 

Formulamos solicitud de nulidad de todo lo actuado desde  el auto 

admisorio, inclusive,  proferido por su despacho, en virtud que 

aparecemos vinculados como parte demandada dentro del Proceso 

verbal  de la referencia y no hemos tenido la oportunidad de formular 

nuestros mecanismos de defensa, y en realidad NO SOMOS PARTE 

PASIVA DE ESTE ASUNTO   por ello tenemos interés para actuar en la 

defensa de los derechos e intereses en aras del establecimiento de la 

verdad real, y que su despacho obre en derecho, y pueda proferir una 

decisión de fondo que no esté sometida por el fraude procesal y 

presuntamente por un prevaricato por acción, con todo respecto.   

CAUSAL DE NULIDAD ALEGADA 

 

Sustentamos esta solicitud de nulidad conforme a lo previsto en el  

Art.29 de la C.N., como causal de orden constitucional prevista, en 

concordancia con el procedimiento previsto en la Causal 8ª  del art. 

133 de CGP. 

 
  

 
FUNDAMENTO JURISPRUDENCIALES  PARA LA DECLARATORIA DE 

NULIDAD DEL ACTO DE NOTIFICACION  DE LA SENTENCIA 

 
 SOBRE LA TEMATICA LA HONORABLE CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA 

DE CASACIÓN PENAL MAGISTRADO PONENTE  JOSÉ FRANCISCO 

ACUÑA VIZCAYA PROFIRIO SENTENCIA AP2399-2017, DENTRO DEL 

PROCESO CON  RADICACIÓN N° 48965 (APROBADO ACTA Nº 102. ABRIL 

5/2017), DE FECHA  DIECIOCHO (18) DE ABRIL DE DOS MIL DIECISIETE 

(2017), EN DONDE SEÑALO:  

 

Debido proceso y debido proceso probatorio 
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La determinación judicial de los hechos se produce al interior 

de un procedimiento normativamente reglado, que fija los límites y 

alcances de la actividad probatoria y las reglas para la producción 

del conocimiento judicial que integran el debido proceso, y que por 

expreso mandato del artículo 29 constitucional, se aplica a toda 

clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

 

En el Estado Social de Derecho, el debido proceso tiene por 

finalidad materializar, al interior de un procedimiento, la efectividad 

de los principios y derechos constitucionalmente previstos para las 

partes, con el propósito de alcanzar la convivencia ciudadana 

pacífica y la vigencia de un orden justo. Según la máxima guardiana 

de la Constitución, la trasgresión de esas normas mínimas «logra 

ignorar el fin esencial del Estado Social de Derecho que pretende 

brindar a todas las personas la efectividad de los principios y 

derechos constitucionalmente consagrados»1. 

 

La finalidad del debido proceso debe ser articulada con la del 

proceso penal; en este sentido, el alto Tribunal constitucional ha 

precisado que en el Estado Social de Derecho, uno de sus fines se 

concentra en la realización del ius puniendi en condiciones de 

justicia2.  

 

Ahora bien, la Corte tiene dicho que el texto del artículo 29 de 

la Constitución Política, analizado a la luz de la teoría del derecho y 

del proceso, permite considerar al debido proceso desde dos 

perspectivas diferentes: de una parte el debido proceso en sentido 

general, cuya violación daría lugar a la nulidad de la actuación, y 

por la otra, de manera particular, como debido proceso probatorio, 

cuya transgresión generaría una nulidad de pleno derecho o 

inexistencia. La Sala ha precisado específicamente sobre este tema 

que3: 

 

“El análisis completo del texto y el sentido del artículo 29 

constitucional, a la luz de la teoría del Derecho y del proceso, 

permite considerar el debido proceso desde dos perspectivas 

diferentes, en atención a sus consecuencias: por un lado, el debido 

proceso en sentido general, cuya violación daría lugar a la nulidad; 

y por el otro, la que se refiere exclusivamente a las pruebas, caso en 

el cual la transgresión produciría una nulidad de pleno derecho o 

inexistencia. 

 

 El debido proceso, como traducción del principio lógico 

antecedente-consecuente, se relaciona con una sucesión 

integrada, gradual y progresiva de actos regulados en la ley, cuyo 

objeto es la verificación de un delito y la consecuente 

responsabilidad del imputado, orientados al fin de obtener una 

decisión válida y definitiva sobre los mismos temas.  De este modo, 

el debido proceso se afecta cuando una persona es oída en 

indagatoria sin haber abierto formalmente la investigación; o se le 

resuelve situación jurídica sin haberla vinculado legalmente 

                                         
1 Ibídem. 
2 CC C-828/10 y C-387/14. 
3 CSJ AP, 18 dic. 2001, rad. 17919. 
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(indagatoria o declaración de persona ausente); o se califica el 

mérito de la instrucción sin haberla cerrado previamente y otorgado 

la oportunidad a las partes para alegar previamente; o se inicia el 

juzgamiento sin que exista una resolución acusatoria ejecutoriada; o 

se dicta sentencia sin haber realizado la audiencia pública. 

 

 En cambio, el debido proceso probatorio atañe al conjunto de 

requisitos y formalidades previstas en la ley para la formación, validez 

y eficacia de la prueba, siendo que, entre los primeros, cuenta el 

respeto a las garantías fundamentales.  Así que ésta debe sujetarse 

a los principios de ordenación, aducción, aportación, práctica y 

apreciación.   

 

 Así pues, la transgresión del debido proceso, por cuanto significa 

pretermitir un momento procesal expresamente requerido por la ley 

para la validez del que sigue, o la construcción de un acto procesal 

sin apego a las previsiones legales que lo regulan, conduce a la 

declaratoria de nulidad, conforme con disposición expresa del 

artículo 306-2 del Código de Procedimiento Penal. 

 

 Sin embargo, en el caso de los actos de prueba, la vulneración de 

las reglas para su percepción, formación o eficacia no genera 

invalidez sino “nulidad de pleno derecho”, expresión que la doctrina 

equipara a la de inexistencia del acto, de modo tal que la pretensión 

frente a un medio de prueba deformado debe ser la de su 

desestimación en la respectiva decisión judicial, no la de nulidad”. 

 
 

  SOBRE LA TEMATICA LA HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL 

PROFIRIO SENTENCIA T-125/10  REFERENCIA: EXPEDIENTE T-2’448.218 

ACCIÓN DE TUTELA INSTAURADA POR KARINA PAOLA BECERRA BAÑOS 

CONTRA EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR. MAGISTRADO 

PONENTE: DR. JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB BOGOTÁ D.C., 

VEINTITRÉS (23) DE FEBRERO DE DOS MIL DIEZ (2010)  EN DONDE SEÑALO:  

 
“…. 4.4. LAS NULIDADES PROCESALES 

  

Las nulidades son irregularidades que se presentan en el marco de 

un proceso, que vulneran el debido proceso y que, por su 

gravedad, el legislador –y excepcionalmente el constituyente- les 

ha atribuido la consecuencia –sanción- de invalidar las 

actuaciones surtidas. A través de su declaración se controla 

entonces la validez de la actuación procesal y se asegura a las 

partes el derecho constitucional al debido proceso. 

   

4.4.1.   La naturaleza taxativa de las nulidades procesales 

  

     Nuestro sistema procesal, como se deduce del artículo 140 del 

Código de Procedimiento Civil, ha adoptado un sistema de 

enunciación taxativa de las causales de nulidad.[24] La 

taxatividad de las causales de nulidad significa que sólo se 

pueden considerar vicios invalidadores de una actuación 

aquellos expresamente señalados por el legislador y, 

excepcionalmente, por la Constitución, como el caso de la 

nulidad que se presenta por práctica de una prueba con 

violación del debido proceso[25]. Cualquier otra irregularidad no 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/T-125-10.htm#_ftn24
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/T-125-10.htm#_ftn25
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prevista expresamente deberá ser alegada mediante los recursos 

previstos por la normativa procesal, pero jamás podrá servir de 

fundamento de una declaración de nulidad. En este sentido, la 

Corte expresó lo siguiente en la sentencia C-491 de 1995: 
  

“El Código de Procedimiento Civil que nos rige con un criterio que consulta la 

moderna técnica del derecho procesal, señala la taxatividad de las 

causales de nulidad, es decir, de los motivos que dan lugar a invalidar un 

acto procesal, y el principio de que no toda irregularidad constituye 

nulidad, pues éstas se entienden subsanadas si oportunamente no se 

corrigen a través de los recursos.” 

 

Esta Corte ha estimado que un sistema restringido –taxativo- de nulidades se 

ajusta a la Constitución, por cuanto garantiza los principios de seguridad 

jurídica y celeridad procesal. En este sentido, en la sentencia C-491 de 

1995[26], la Corporación sostuvo que pese a que el artículo 29 superior 

establece los fundamentos básicos del derecho al debido proceso, 

corresponde al legislador, dentro de su facultad discrecional y con arreglo 

a los principios constitucionales, desarrollar a través de las correspondientes 

fórmulas las formas procesales que deben ser cumplidas para asegurar su 

vigencia. En tal virtud, la regulación del régimen de nulidades es un asunto 

que atañe en principio al legislador, el cual puede señalar, de conformidad 

con el principio de la proporcionalidad y los demás principios 

constitucionales, las causales de nulidad.[27] 

 

El legislador –continúa la Corte- eligió un sistema de causales taxativas de 

nulidad con el fin de preservar los principios de seguridad jurídica y 

celeridad en los procesos judiciales. En efecto, este sistema permite 

presumir, acorde con los principios de legalidad y de buena fe que rigen 

las actuaciones de las autoridades públicas, la validez de los actos 

procesales, mientras no se declare su nulidad con arreglo a una de las 

causales específicamente previstas en la ley. “(…) De este modo, se evita 

la proliferación de incidentes de nulidad, sin fundamento alguno, y se 

contribuye a la tramitación regular y a la celeridad de las actuaciones 

judiciales, lo cual realiza el postulado del debido proceso, sin dilaciones 

injustificadas.” [28] 

  
La naturaleza taxativa de las nulidades procesales se manifiesta en 

dos dimensiones: En primer lugar, de la naturaleza taxativa de las 

nulidades se desprende que su interpretación debe ser restrictiva. En 

segundo lugar, el juez sólo puede declarar la nulidad de una 

actuación por las causales expresamente señaladas en la normativa 

vigente y cuando la nulidad sea manifiesta dentro del proceso. Es 

por ello que en reiteradas oportunidades tanto esta Corte, como el 

Consejo de Estado[29] han revocado autos que declaran nulidades 

con fundamento en causales no previstas expresamente por el 

artículo 140 del Código de Procedimiento Civil o el artículo 29 de la 

Constitución. 

 

   SOBRE LA TEMATICA LA HONORABLE SALA DE CASACION CIVIL DE LA 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA EN SENTENCIA DEL 22 DE MARZO DE 2018  

PROFIRIO RAD. 11001-02-03-000-2012-02174-00 M.P. ALVARO 

FERNANDO GARCÍA RESTREPO   SEÑALO:  
 

Nuestra tradición procesal civil ha considerado como causal de 

nulidad, la indebida integración del contradictorio, tal como lo 

dispone el numeral 8 del artículo 133 el Código General del Proceso 

(CGP), al igual que, estaba contemplado en el numeral 9 del artículo 

140 del derogado Código de Procedimiento Civil (CPC) d. Esta 

hipótesis tiene lugar cuando el juicio se ha adelantado sin la debida 

notificación de todos los litisconsortes necesarios, lo cual lesiona 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/T-125-10.htm#_ftn26
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/T-125-10.htm#_ftn27
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/T-125-10.htm#_ftn28
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/T-125-10.htm#_ftn29
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evidentemente, las garantías de las partes sobre las que recaerán las 

resultas del proceso, particularmente su derecho de contradicción en 

el juicio 

 

Lo anterior significa que, en materia de nulidades, pese a la existencia 

de litisconsorcio necesario, la invalidación de la actuación frente a 

uno, no conlleva automáticamente a abolir toda la actuación frente 

a todos. En este mismo sentido: Sentencia CSJ SC de 4 de julio de 2012, 

rad. 2010-00904-00. M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez. 

 

Ahora, si ni las partes, ni el juez se percatan de la falta de integración 

del contradictorio, el afectado podrá solicitar la nulidad, pero esta no 

aprovechará a los demás litisconsortes, por lo cual no se reiniciarán 

todas las actuaciones, sino al igual que la hipótesis descrita en el 

párrafo anterior, se le otorgarán las oportunidades procesales que 

tuvieron los otros miembros de la parte plural  

 

PRUEBAS 

 

Téngase como pruebas la actuación procesal adelantada por su 

despacho, la demanda, sus pruebas y anexos, y los oficios referidos en 

este memorial que se encuentra en el expediente. 

 

Aportamos como pruebas, las siguiente documentales: 

 

1. El Poder para actuar, con la respectiva constancia de 

presentación ante notario público.  

2. Copia del certificado de tradición, aunque reposa en el 

expediente. 

3. Decisiones de inadmisión y rechazo por no vincular a la fiduciaria 

por parte del juzgado Segundo Promiscuo Municipal de 

Malambo de los proceso reseñados.  

 

PETICIONES 
 

  Con fundamento en  lo anteriormente expuesto en el presente caso, 

solicitamos declarar la nulidad procesal de lo todo lo actuado desde  

el auto admisorio, inclusive, alegando la causal de orden 

constitucional de violación al Debido Proceso (Art.29 CN), y la causal 

prevista en el Num. 8º del Art.  133 del CGP, por cuanto se ha 

transgredido los Derechos fundamentales de   debido proceso, dentro 

de ello el Derecho a la Contradicción, “debió surtirse la notificación 

personal a quien debe ser citado como parte (Art. 133 Causal 8ª), por 

correo electrónico certificado que aparece reportado en la cámara 

de comercio, que debe aportar el demandante, y como no se 

practicó, debe declararse la nulidad de todo lo actuado, e inadmitir 

la demanda, para que la parte demandante subsane o corrija la 

demanda, y se pueda surtir en legal forma notificación y luego se 

conteste la demanda y se practiquen las audiencias, por cuanto 

inclusive no podríamos hablar de la integración del contradictorio 

necesario, en razón de que  mi poderdante NO ES PARTE PROCESAL, 

no es el actual propietario del inmueble, la “x” del certificado de 

tradición ahora corresponde a la FIDUCIARIA por lo cual hay lugar a 
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declarar la nulidad de todo lo actuado acorde a lo previsto en la 

causal 8 del artículo 133 del CGP y el artículo 29 de la constitución 

política y en ambos eventos estaremos ante una nulidad insaneable  y 

en consecuencia debe ordenarse la notificación de la fiduciaria 

ALIANZA FIDUCIARIA S.A., para de esta manera garantizar sus 

derechos fundamentales a la defensa, contradicción y debido 

proceso, y se reinicie el proceso, si la parte demandante subsana, 

porque de lo contrario hay lugar a rechazar la demanda, por cuanto 

el debido proceso tiene por finalidad materializar, al interior de un 

procedimiento, la efectividad de los principios y derechos 

constitucionalmente previstos para las partes, y la causal de nulidad 

prevista en el art. 133 Causal 8ª del CGP prevé que  “cuando no se 

practica en legal forma la notificación del auto admisorio a persona 

determinada o el emplazamiento de las personas aunque sean 

indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que 

deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así 

lo ordena o no se cita en debida forma en debida forma al ministerio público 

o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser 

citado”,   

 

 

NOTIFICACIONES  

 

 

Recibiremos  en la secretaria de su despacho y  en mi oficina de 

Abogado ubicada en la Cra. 54 No. 68-196 oficina 421 Edificio Prado 

Office Center  de esta ciudad y manifiesto que en su cumplimiento art.5º 

del Decreto 806 de 2020 que el correo del apoderado es 

angelportoguzman@hotmail.com para efecto de notificaciones. 

 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

 

 
 

 

ÁNGEL PORTO GUZMÁN  

C.C. # 8.734.671 de Barranquilla  

            T.P. # 50.643  del  C.S. de la J.  
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Señores
JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL
MALAMBO (Aflántico) 
ES. D. 

REF. PROCESO DE PERTENENCIA
DE JORGE CASTRO PAREJO 

CONTRA ELEACIN CORTES CORTES 

RAD:08433408900320200021 600 

ELEACYN CORTES CORTES, mayory vecino de la ciudad de Baranquilla, identific ado 
17.135.939 de Bogotá, muy comedidamente me dirjo a su con la cedula No. 

despacho con el objeto de manifestarle que confiero poder especial amplio y 
suficiente en cuanto a derecho se refiere al Dr. ÁNGEL PORTO GUZMAN, mayor de 

NOTA 
&DOCU 

edad identificado con la cédula de ciudadanía N° 8.734.671 expedida en 

Barranquilla (Atl), abogado en ejercicio, portador de la farjeta profesional N° 
Coreo es Superior de la Judicatura, CUyo Consejo 

2heraicom para efectos del Decreto 806 de 202, con el 
50.643 del 

nos represente en el asunfo de la referencia, asunto de 

ejerza en cuanto a derecho
objeto de que 

conocimiento de su despacho, e iguamente 
coresponda nuestra representación, fomule las solicitudes legales pertinentesS 
ante su despacho para la defensa de nuestro derechos legales y funcdamentales 
en ja defensa de nuestros derechos e infereses. 

3-D-3--gerNOTARlA TEP Mi apoderado queda facultado para formular recCUSaciones, solicitar y r 
participar en nuestra representación en las diligenciasy audiencias que 
determine su despacho, presentar tacha de falsedad, nulidades procesales 

y CUalquier mecanismo ade detensa para el restablecimientos y defensa de 

nuestros derechos e intereses las que a bien solicite como mi apoderado, 
reciba nofificaciones, además tendrá facultades, conciliar, transigir, sustituir, 
reasumir, recibir, y en general todas las faCultades previstas en el Articulo 77 

del C.G.P. para la defensa de nuestros derechos e intereses.

& DOCUMEN E BA. 

Respefuosamenfe, 

ELEACYN CORTES 
Cedula No.17.135.939 de Bogotá Acepto, 

ACEPTO: 



DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO DE FIRMA Y CONTENIDO DE DocUMENTO PRIVADO 

Articulo 68 Decreto Ley 960 de 1970 y Decreto 1069 de 2015S 
9766833 

En la ciudad de Barranquilla, Departamento de Atlántico, República de Colombia, el cinco (5) de abril de dos mil 

veintidos (2022), en la Notaría Tercera (3) del Circulo de Barranquilla, compareció: ELEACYN CORTES 

identificado con Cédula de Ciudadanía / NUIP 17135939 y declaró que la firma que aparece en el presente 

documento es suya y el contenido es cierto. 

rnm05er4pgz4 
05/04/2022 12:22:2S 

Conforme al Artículo 18 del Decreto - Ley 019 de 2012, el compareciente fue identificado mediante cotejo 

biométrico en línea de su huella dactilar con la información biográfica y biométrica de la base de datos dela 

Registraduría Nacional del Estado Civil. 

Acorde a la autorización del usuario, se dio tratamiento legal relacionado con la protección de sus datos 

personales y las políticas de seguridad de la información establecidas por la Registraduría Nacional del Estado 

Civil. 

- Firma autógrafa -- 

RIA 
TERCERA DEL CIRCULO 

Este folio se vincula al documento de PODER signado por el compareciente. 

OE BARRANQUILLA 

ENTO CASADO 

JOHN CARLOS DIAZ OTERO 

aalciRCULO icO ANQUILLANotario Tercero (3) del Circulo de Barranquilla, Departamento de Atlántico -Ena 

OCASADO Consulte este documento en www.notariasegura.com.co 
Número único de Transacción: rnm05er4pgz4

Acta 1 
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